A la Att. de Josep Maria Vallès i Casadevall

Conseller de Justícia

Casp 26 con Pau Claris 81
08010 Barcelona








             Barcelona,  27 de Julio de 2005


Señor,

Con el ánimo de contribuir a la mejora de la Administración de Justicia y del Departament que Vd. dirige, ponemos en su conocimiento, tal como prevé el artículo 29 de nuestra Constitución, una situación anómala que viene repitiéndose en los últimos tiempos en dicha Administración, por lo que solicitamos su intervención para conseguir una pronta y satisfactoria solución. Dicha anomalía menoscaba los derechos de un número considerable de funcionarios a su servicio y cuestiona la transparencia e imparcialidad que deben presidir todas las decisiones de dicha Administración, garante en última instancia de los derechos y libertades de todos los ciudadanos.

Nos referimos a no ofertar todas las plazas vacantes y desiertas en los últimos concursos de traslado de los Cuerpos de Gestión Procesal y Administrativa, Tramitación Procesal y Administrativa, y Auxilio Judicial (antes Cuerpos de Oficiales, Auxiliares y Agentes). Esa práctica viene produciéndose sistemáticamente desde hace tiempo, con el agravante añadido de que llevamos casi dos años desde la resolución del último concurso, quebrándose además el principio de al menos un concurso anual que establece el actual ordenamiento jurídico que nos es propio, el Reglamento Orgánico de Oficiales, Auxiliares y Agentes de la Administración de Justicia, Real Decreto 249/1996, de 16 de febrero, en su artículo 54.1.

Cuando desde el Govern de la Generalitat y la Administración se lanzan mensajes a la opinión pública, en consonancia con lo que recomienda la moderna normativa comunitaria, sobre la importancia de la conciliación de la vida laboral y familiar, tratando de implicar en esta cuestión a todos los actores que intervienen en el ámbito laboral, parece obvio que debe ser la propia Administración quien, al liderar tan loable iniciativa, dé ejemplo a través de sus propios trabajadores, los funcionarios. En caso contrario, ese discurso se quedará limitado al terreno de las palabras (sin contenido real) y, por tanto, sin cabida en el de los hechos (que entendemos es el objetivo último que pretende la Administración), ya que difícilmente la empresa privada, no sin razón, consideraría que no se le puede exigir un compromiso que no está dispuesto a aplicarse a sí misma quien lo predica, en este caso la Administración.

Actualmente muchos funcionarios de carrera de la Administración de Justicia trabajan lejos de sus hogares, incluso fuera de la provincia de su residencia o hasta de su comunidad autónoma. Muchos de ellos quieren regresar o, cuando menos, acercarse lo más posible a sus lugares de origen, lo cual sólo será posible si en el próximo concurso de traslado, a celebrar este año, se ofertan todas los puestos de trabajo que actualmente no están cubiertos por funcionarios titulares. ¿Dónde está la conciliación de la vida laboral y familiar de estos funcionarios, alejados de su entorno familiar y personal, obligados muchas veces a mantener dos residencias (la del conyuge e hijos, y la suya propia en el destino)?

Cualquier estudio sobre ese colectivo demostrará que las circunstancias sociales, personales y laborales de los funcionarios abocados a esa situación de desplazamiento son de peor calidad que la del resto de sus compañeros, las cuales empeoran al persistir dicha situación en el tiempo. Ello implica padecer mayores niveles de estrés, peor salud, menor motivación en el trabajo y, por ende, tendencia a necesitar más bajas médicas que la media de los funcionarios. Existe, por tanto, una indudable relación causa-efecto entre el alejamiento y las consecuencias negativas que acabamos de mencionar. Con lo que, además de la necesaria conciliación de la vida laboral y familiar, también está en juego la calidad de la salud de un considerable número de funcionarios. Dicha situación de extrañamiento forzoso puede derivar y, de hecho, lo hace, en patologías médicas de diverso tipo. Prueba implícita de ello, a finales de mayo el Departament de Justícia, que Vd. dirige, anunció un “Programa de Ayuda Psicológica” dirigido a los funcionarios a su servicio contra “las problemáticas derivadas del entorno laboral”. A nadie se le escapa que entre dichas problemáticas se encuentran las causadas por la anómala situación de la que damos cuenta en esta carta.

¿Cómo puede justificarse tal situación de alejamiento? ¿Cómo explicar que un funcionario titular trabaje a cientos de kilómetros de su hogar cuando las plazas disponibles en su localidad, su provincia o su comunidad están ocupadas por funcionarios interinos y, además, no salen a concurso de traslado? La normativa establece que la función de los interinos consiste en cubrir con carácter transitorio (no permanente) un puesto de trabajo cuando no sea posible, con la urgencia exigida por las circunstancias, la prestación del servicio por un funcionario de carrera, tal como señala el artículo 472.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley 6/1985, de 1 de julio. Además, en la Orden 2296/2005, de 12 de julio, para nombramiento de funcionarios interinos, su Anexo II, de “Solicitud de nombramiento de funcionario interino”, concluye solicitando las “Razones que justifican que se cubra [la vacante] provisionalmente por personal interino”. Parece redundante tener que recordar aquí la acepción que de la palabra “provisional” da la RAE.

Ninguna necesidad organizativa puede justificar la discriminación que actualmente sufrimos en los concursos de traslado, así que inferimos que las razones de esa arbitrariedad deben ser de otra índole. En ningún caso la Administración debe utilizar a los funcionarios interinos para privar de una plaza a un funcionario de carrera, ya sea por cuestiones meramente económicas (el interino cobra menos que un titular) o de facilidad en su cese, motivaciones que suelen subyacer en la tan manida fórmula de “por necesidades del servicio”, ajenas por completo al espíritu y la letra de la Ley. Porque actualmente, y desde hace años, se nos está privando sistemáticamente a los funcionarios de carrera de la posibilidad de acceder a ciertas plazas, no pocas, ocupadas por interinos, mediante la vía del concurso de traslado, lo que menoscaba nuestros derechos y en nada se acrecienta el nivel de organización y servicio de la Administración de Justicia. 

La Administración debe proveer al bien público y servir con objetividad los intereses generales. Por tanto, no entendemos ni encontramos lógico ni razonable negarnos la posibilidad de la antedicha conciliación, accesible por la vía del concurso de traslado. ¿En qué se beneficia al bien público al negarnos tal posibilidad? ¿Acaso se fortalece la defensa de los intereses generales con la negativa a dejarnos ejercer un derecho legítimo, el poder optar a ocupar cualquier vacante sin excepción, irreprochable desde un punto de vista ético y del principio de eficacia?

La solución a la presente disfunción que nos afecta es sencilla, además de justa y necesaria: ofertar todas y cada una de las plazas vacantes y desiertas, pues en nada perjudica al buen funcionamiento de la Administración de Justicia ni al servicio que prestamos a los ciudadanos que hacen uso de la misma. Como decíamos al principio de la presente carta, somos los primeros interesados en que el Departament de Justícia, del que formamos parte, preste el mejor servicio posible a la ciudadanía. Entendemos que la medida propuesta, además de ser de justicia, está en esa línea.

No comprendemos que Jueces y Magistrados puedan tener recogida la situación que reclamamos para nosotros, personal también como ellos de la Administración de Justicia, en los artículos 301.4 y 428.2 de la LOPJ, mientras que en nuestro caso se nos aplica invariablemente una interpretación restrictiva del artículo 54.1 de nuestro Reglamento Orgánico, en lo que respecta al literal “en la convocatoria se harán constar las plazas vacantes”, sin que del mismo se desprenda la menor limitación a la hora de señalar todas las plazas vacantes, como viene hasta ahora haciendo la Administración. ¿Por qué tal diferencia entre colectivos al servicio de la Administración de Justicia, quebrándose de esa forma el principio de igualdad? Si desde el Consejo General del Poder Judicial no se concede prioridad alguna al mantenimiento de las plazas ocupadas por jueces interinos o de provisión temporal si éstas desean ser ocupadas por jueces de carrera en el pertinente concurso de traslado, reconociendo así el valor que merece haber aprobado la correspondiente oposición, y en cumplimiento de la legalidad vigente, como no podía ser de otra manera, ¿por qué desde nuestro Ministerio y las Comunidades con competencias en la materia no se actúa de similar manera con los tres Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia?

No pedimos más que se respeten nuestros derechos fundamentales, tal y como consagra el artículo 14 de nuestra Constitución, al señalar que “todos los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna”. Por un lado, el de los funcionarios de carrera a quienes debe permitirse optar a ocupar cualquier plaza no ocupada por otro funcionario titular, sin más excepción que el cumplir con los requisitos reglamentarios para ello. Y, por otro lado, el de los funcionarios interinos, una parte de los cuales se ven discriminados por el sistema actual de sacar a concurso una parte limitada de las plazas, las suyas, mientras otras no se ofrecen desde hace años a concurso, con lo que se favorece arbitraria e injustamente a estos últimos respecto a los primeros, poniéndose así también en cuestión el principio de legalidad. 

Si la “justificación” de la Administración para no ofrecer a los funcionarios de carrera una plaza a concurso se debe a presuntas “necesidades del servicio”, ¿hemos de interpretar tal explicación como que aprobar la oposición no nos capacita para desempeñar el trabajo que hoy realiza un funcionario interino, una persona que no ha superado la misma oposición que nosotros? ¿Haber aprobado la oposición no es suficiente argumento para tener derecho a ocupar esa plaza con preferencia sobre una persona que no la ha aprobado? Entendemos que, si fuera así, se trataría de un quebranto en toda regla del principio de objetividad. ¿Entonces, qué sentido tiene la oposición? ¿Dónde quedan entonces los principios de mérito y capacidad a los que alude el artículo 103.3 de nuestra Constitución?

La fórmula “por necesidades del servicio” se ha convertido en una coletilla que para la Administración simplemente justifica sin motivar, sin razones de peso que la acompañen en su exposición, el hecho de que no se oferten todas las plazas vacantes. La discrecionalidad con la que la Administración adopta sus resoluciones puede derivar en abuso en el que caso que nos ocupa, incluso en desviación de poder o exceso de poder, mientras se siga interpretando la fórmula antes mencionada en un sentido de tal amplitud que todo lo abarca según la Administración. Si cada puesto de trabajo conlleva sus propias particularidades, lo adecuado sería especificar con exactitud qué necesidades del servicio concurren en concreto para cada plaza no ofrecida en concurso. Para nosotros, esa “coletilla”, en su formulación actual, carece de todo contenido, es injusta y arbitraria, además de quebrar los principios de transparencia e igualdad, puesto que en ningún caso se razona ni justifica cuáles son esas supuestas necesidades del servicio, suponemos que diferentes, en buena lógica, según de qué plaza se tratase en cada caso. Ese oscurantismo es impropio en una Administración moderna, al servicio de los ciudadanos y que, al mismo tiempo, debe ser ejemplar al ser la depositaria del cumplimiento de la legalidad vigente que a todos nos obliga.

Resulta poco creíble, injustificable desde un punto de vista técnico y éticamente reprobable, que esas “necesidades del servicio” sean tan genéricas, evitando la Administración especificar las mismas, lo que nos lleva a colegir que las razones reales que se esconden tras esa fórmula pueden ser tan endebles que no resistirían el menor análisis crítico de hacerse públicas. Si se nos explicasen los auténticos motivos podríamos llegar a entender las razones por las que una plaza permanece desierta y no sale a concurso. Lo que resulta muy difícil de entender, difícil porque carece de toda justificación, y parece que la Administración pretenda que lo asumamos como si de un dogma de fe se tratase, carente de toda lógica y explicación, en un exceso subjetivo del ejercicio de sus potestades administrativas, es la existencia de una presunta necesidad del servicio que no permita sacar a concurso una plaza ocupada por un interino. Insistimos, ¿no está capacitado, no tiene derecho un funcionario de carrera a cubrir la plaza ocupada hoy por un interino? Entendemos que la respuesta a esa pregunta no ofrece lugar a dudas. Estamos perfectamente capacitados y debe respetarse ese derecho, un derecho que la Ley no nos niega, pero sí la interpretación restrictiva que, hasta hoy, le ha dado la Administración.

Señor Conseller, no podemos creer que a su Departament le interesen más los funcionarios interinos que los titulares. Ello también entraría en contradicción con la política gubernamental, y más concreto la del Ministerio de Trabajo y de la Conselleria de Treball, de reducir la temporalidad en el empleo, expresada en múltiples declaraciones públicas por su parte. ¿También en este punto, como en el de la conciliación de la vida laboral y familiar, el discurso oficial no coincidirá con la realidad de los hechos? 

Estamos convencidos de que la anómala situación que soportamos los funcionarios de Justicia a causa de las decisiones aplicadas en las últimas convocatorias de concurso de traslados pueden y deben hallar una solución satisfactoria para todos. Tanto para los funcionarios titulares, que podrán ejercer sus derechos sin restricciones innecesarias; como para los interinos, que estarán en plano de igualdad de oportunidades respecto a aquellos miembros de su colectivo cuyas plazas llevan años y años sin ofrecerse en concurso de traslado; así como la Administración de Justicia y su Departament, al contar en su seno con funcionarios más motivados al poder retornar a sus hogares y sentirse respaldados en sus justas reclamaciones por su Administración. 

Por todo lo expuesto, convencidos de la justicia y de lo razonable de nuestros argumentos, transmitidas aquí las inquietudes de un sector de los funcionarios del Departament de Justícia, apelamos a Vd. para que, desde la responsabilidad que ostenta, entienda la solicitud en esta carta expresada, como no dudamos que hará, y satisfaga nuestra justa reclamación adoptando las medidas tendentes a ello desde sus competencias, proveyendo a que en el próximo concurso de traslado se conceda a los tres Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia la posibilidad de optar a cubrir cualquier plaza desierta y vacante, sin excepción de ninguna de ellas, en toda Catalunya, incluyendo la opción de resultas.

 Atentamente,

Firmado,

A la Att. de Núria Cleries i Nerín

Directora General de Relacions amb l’Administració de Justícia

Casp 26 con Pau Claris 81
08010 Barcelona








             Barcelona,  27 de Julio de 2005


Señora,

Con el ánimo de contribuir a la mejora de la Administración de Justicia y del Departament de Justícia, ponemos en su conocimiento, tal como prevé el artículo 29 de nuestra Constitución, una situación anómala que viene repitiéndose en los últimos tiempos en dicha Administración, por lo que solicitamos su intervención para conseguir una pronta y satisfactoria solución. Dicha anomalía menoscaba los derechos de un número considerable de funcionarios a su servicio y cuestiona la transparencia e imparcialidad que deben presidir todas las decisiones de dicha Administración, garante en última instancia de los derechos y libertades de todos los ciudadanos.

Nos referimos a no ofertar todas las plazas vacantes y desiertas en los últimos concursos de traslado de los Cuerpos de Gestión Procesal y Administrativa, Tramitación Procesal y Administrativa, y Auxilio Judicial (antes Cuerpos de Oficiales, Auxiliares y Agentes). Esa práctica viene produciéndose sistemáticamente desde hace tiempo, con el agravante añadido de que llevamos casi dos años desde la resolución del último concurso, quebrándose además el principio de al menos un concurso anual que establece el actual ordenamiento jurídico que nos es propio, el Reglamento Orgánico de Oficiales, Auxiliares y Agentes de la Administración de Justicia, Real Decreto 249/1996, de 16 de febrero, en su artículo 54.1.

Cuando desde el Govern de la Generalitat y la Administración se lanzan mensajes a la opinión pública, en consonancia con lo que recomienda la moderna normativa comunitaria, sobre la importancia de la conciliación de la vida laboral y familiar, tratando de implicar en esta cuestión a todos los actores que intervienen en el ámbito laboral, parece obvio que debe ser la propia Administración quien, al liderar tan loable iniciativa, dé ejemplo a través de sus propios trabajadores, los funcionarios. En caso contrario, ese discurso se quedará limitado al terreno de las palabras (sin contenido real) y, por tanto, sin cabida en el de los hechos (que entendemos es el objetivo último que pretende la Administración), ya que difícilmente la empresa privada, no sin razón, consideraría que no se le puede exigir un compromiso que no está dispuesto a aplicarse a sí misma quien lo predica, en este caso la Administración.

Actualmente muchos funcionarios de carrera de la Administración de Justicia trabajan lejos de sus hogares, incluso fuera de la provincia de su residencia o hasta de su comunidad autónoma. Muchos de ellos quieren regresar o, cuando menos, acercarse lo más posible a sus lugares de origen, lo cual sólo será posible si en el próximo concurso de traslado, a celebrar este año, se ofertan todas los puestos de trabajo que actualmente no están cubiertos por funcionarios titulares. ¿Dónde está la conciliación de la vida laboral y familiar de estos funcionarios, alejados de su entorno familiar y personal, obligados muchas veces a mantener dos residencias (la del conyuge e hijos, y la suya propia en el destino)?

Cualquier estudio sobre ese colectivo demostrará que las circunstancias sociales, personales y laborales de los funcionarios abocados a esa situación de desplazamiento son de peor calidad que la del resto de sus compañeros, las cuales empeoran al persistir dicha situación en el tiempo. Ello implica padecer mayores niveles de estrés, peor salud, menor motivación en el trabajo y, por ende, tendencia a necesitar más bajas médicas que la media de los funcionarios. Existe, por tanto, una indudable relación causa-efecto entre el alejamiento y las consecuencias negativas que acabamos de mencionar. Con lo que, además de la necesaria conciliación de la vida laboral y familiar, también está en juego la calidad de la salud de un considerable número de funcionarios. Dicha situación de extrañamiento forzoso puede derivar y, de hecho, lo hace, en patologías médicas de diverso tipo. Prueba implícita de ello, a finales de mayo el Departament de Justícia, anunció un “Programa de Ayuda Psicológica” dirigido a los funcionarios a su servicio contra “las problemáticas derivadas del entorno laboral”. A nadie se le escapa que entre dichas problemáticas se encuentran las causadas por la anómala situación de la que damos cuenta en esta carta.

¿Cómo puede justificarse tal situación de alejamiento? ¿Cómo explicar que un funcionario titular trabaje a cientos de kilómetros de su hogar cuando las plazas disponibles en su localidad, su provincia o su comunidad están ocupadas por funcionarios interinos y, además, no salen a concurso de traslado? La normativa establece que la función de los interinos consiste en cubrir con carácter transitorio (no permanente) un puesto de trabajo cuando no sea posible, con la urgencia exigida por las circunstancias, la prestación del servicio por un funcionario de carrera, tal como señala el artículo 472.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley 6/1985, de 1 de julio. Además, en la Orden 2296/2005, de 12 de julio, para nombramiento de funcionarios interinos, su Anexo II, de “Solicitud de nombramiento de funcionario interino”, concluye solicitando las “Razones que justifican que se cubra [la vacante] provisionalmente por personal interino”. Parece redundante tener que recordar aquí la acepción que de la palabra “provisional” da la RAE.

Ninguna necesidad organizativa puede justificar la discriminación que actualmente sufrimos en los concursos de traslado, así que inferimos que las razones de esa arbitrariedad deben ser de otra índole. En ningún caso la Administración debe utilizar a los funcionarios interinos para privar de una plaza a un funcionario de carrera, ya sea por cuestiones meramente económicas (el interino cobra menos que un titular) o de facilidad en su cese, motivaciones que suelen subyacer en la tan manida fórmula de “por necesidades del servicio”, ajenas por completo al espíritu y la letra de la Ley. Porque actualmente, y desde hace años, se nos está privando sistemáticamente a los funcionarios de carrera de la posibilidad de acceder a ciertas plazas, no pocas, ocupadas por interinos, mediante la vía del concurso de traslado, lo que menoscaba nuestros derechos y en nada se acrecienta el nivel de organización y servicio de la Administración de Justicia. 

La Administración debe proveer al bien público y servir con objetividad los intereses generales. Por tanto, no entendemos ni encontramos lógico ni razonable negarnos la posibilidad de la antedicha conciliación, accesible por la vía del concurso de traslado. ¿En qué se beneficia al bien público al negarnos tal posibilidad? ¿Acaso se fortalece la defensa de los intereses generales con la negativa a dejarnos ejercer un derecho legítimo, el poder optar a ocupar cualquier vacante sin excepción, irreprochable desde un punto de vista ético y del principio de eficacia?

La solución a la presente disfunción que nos afecta es sencilla, además de justa y necesaria: ofertar todas y cada una de las plazas vacantes y desiertas, pues en nada perjudica al buen funcionamiento de la Administración de Justicia ni al servicio que prestamos a los ciudadanos que hacen uso de la misma. Como decíamos al principio de la presente carta, somos los primeros interesados en que el Departament de Justícia, del que formamos parte, preste el mejor servicio posible a la ciudadanía. Entendemos que la medida propuesta, además de ser de justicia, está en esa línea.

No comprendemos que Jueces y Magistrados puedan tener recogida la situación que reclamamos para nosotros, personal también como ellos de la Administración de Justicia, en los artículos 301.4 y 428.2 de la LOPJ, mientras que en nuestro caso se nos aplica invariablemente una interpretación restrictiva del artículo 54.1 de nuestro Reglamento Orgánico, en lo que respecta al literal “en la convocatoria se harán constar las plazas vacantes”, sin que del mismo se desprenda la menor limitación a la hora de señalar todas las plazas vacantes, como viene hasta ahora haciendo la Administración. ¿Por qué tal diferencia entre colectivos al servicio de la Administración de Justicia, quebrándose de esa forma el principio de igualdad? Si desde el Consejo General del Poder Judicial no se concede prioridad alguna al mantenimiento de las plazas ocupadas por jueces interinos o de provisión temporal si éstas desean ser ocupadas por jueces de carrera en el pertinente concurso de traslado, reconociendo así el valor que merece haber aprobado la correspondiente oposición, y en cumplimiento de la legalidad vigente, como no podía ser de otra manera, ¿por qué desde nuestro Ministerio y las Comunidades con competencias en la materia no se actúa de similar manera con los tres Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia?

No pedimos más que se respeten nuestros derechos fundamentales, tal y como consagra el artículo 14 de nuestra Constitución, al señalar que “todos los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna”. Por un lado, el de los funcionarios de carrera a quienes debe permitirse optar a ocupar cualquier plaza no ocupada por otro funcionario titular, sin más excepción que el cumplir con los requisitos reglamentarios para ello. Y, por otro lado, el de los funcionarios interinos, una parte de los cuales se ven discriminados por el sistema actual de sacar a concurso una parte limitada de las plazas, las suyas, mientras otras no se ofrecen desde hace años a concurso, con lo que se favorece arbitraria e injustamente a estos últimos respecto a los primeros, poniéndose así también en cuestión el principio de legalidad. 

Si la “justificación” de la Administración para no ofrecer a los funcionarios de carrera una plaza a concurso se debe a presuntas “necesidades del servicio”, ¿hemos de interpretar tal explicación como que aprobar la oposición no nos capacita para desempeñar el trabajo que hoy realiza un funcionario interino, una persona que no ha superado la misma oposición que nosotros? ¿Haber aprobado la oposición no es suficiente argumento para tener derecho a ocupar esa plaza con preferencia sobre una persona que no la ha aprobado? Entendemos que, si fuera así, se trataría de un quebranto en toda regla del principio de objetividad. ¿Entonces, qué sentido tiene la oposición? ¿Dónde quedan entonces los principios de mérito y capacidad a los que alude el artículo 103.3 de nuestra Constitución?

La fórmula “por necesidades del servicio” se ha convertido en una coletilla que para la Administración simplemente justifica sin motivar, sin razones de peso que la acompañen en su exposición, el hecho de que no se oferten todas las plazas vacantes. La discrecionalidad con la que la Administración adopta sus resoluciones puede derivar en abuso en el que caso que nos ocupa, incluso en desviación de poder o exceso de poder, mientras se siga interpretando la fórmula antes mencionada en un sentido de tal amplitud que todo lo abarca según la Administración. Si cada puesto de trabajo conlleva sus propias particularidades, lo adecuado sería especificar con exactitud qué necesidades del servicio concurren en concreto para cada plaza no ofrecida en concurso. Para nosotros, esa “coletilla”, en su formulación actual, carece de todo contenido, es injusta y arbitraria, además de quebrar los principios de transparencia e igualdad, puesto que en ningún caso se razona ni justifica cuáles son esas supuestas necesidades del servicio, suponemos que diferentes, en buena lógica, según de qué plaza se tratase en cada caso. Ese oscurantismo es impropio en una Administración moderna, al servicio de los ciudadanos y que, al mismo tiempo, debe ser ejemplar al ser la depositaria del cumplimiento de la legalidad vigente que a todos nos obliga.

Resulta poco creíble, injustificable desde un punto de vista técnico y éticamente reprobable, que esas “necesidades del servicio” sean tan genéricas, evitando la Administración especificar las mismas, lo que nos lleva a colegir que las razones reales que se esconden tras esa fórmula pueden ser tan endebles que no resistirían el menor análisis crítico de hacerse públicas. Si se nos explicasen los auténticos motivos podríamos llegar a entender las razones por las que una plaza permanece desierta y no sale a concurso. Lo que resulta muy difícil de entender, difícil porque carece de toda justificación, y parece que la Administración pretenda que lo asumamos como si de un dogma de fe se tratase, carente de toda lógica y explicación, en un exceso subjetivo del ejercicio de sus potestades administrativas, es la existencia de una presunta necesidad del servicio que no permita sacar a concurso una plaza ocupada por un interino. Insistimos, ¿no está capacitado, no tiene derecho un funcionario de carrera a cubrir la plaza ocupada hoy por un interino? Entendemos que la respuesta a esa pregunta no ofrece lugar a dudas. Estamos perfectamente capacitados y debe respetarse ese derecho, un derecho que la Ley no nos niega, pero sí la interpretación restrictiva que, hasta hoy, le ha dado la Administración.

Señora Directora General, no queremos creer que al Departament de Justicia le interesen más los funcionarios interinos que los titulares. Ello también entraría en contradicción con la política gubernamental, y más concreto la del Ministerio de Trabajo y de la Conselleria de Treball, de reducir la temporalidad en el empleo, expresada en múltiples declaraciones públicas por su parte. ¿También en este punto, como en el de la conciliación de la vida laboral y familiar, el discurso oficial no coincidirá con la realidad de los hechos? 

Estamos convencidos de que la anómala situación que soportamos los funcionarios de Justicia a causa de las decisiones aplicadas en las últimas convocatorias de concurso de traslados pueden y deben hallar una solución satisfactoria para todos. Tanto para los funcionarios titulares, que podrán ejercer sus derechos sin restricciones innecesarias; como para los interinos, que estarán en plano de igualdad de oportunidades respecto a aquellos miembros de su colectivo cuyas plazas llevan años y años sin ofrecerse en concurso de traslado; así como la Administración de Justicia y el Departament de Justícia, al contar en su seno con funcionarios más motivados al poder retornar a sus hogares y sentirse respaldados en sus justas reclamaciones por su Administración. 

Por todo lo expuesto, convencidos de la justicia y de lo razonable de nuestros argumentos, transmitidas aquí las inquietudes de un sector de los funcionarios del Departament de Justícia, apelamos a Vd. para que, desde la responsabilidad que ostenta, entienda la solicitud en esta carta expresada, como no dudamos que hará, y satisfaga nuestra justa reclamación adoptando las medidas tendentes a ello desde sus competencias, proveyendo a que en el próximo concurso de traslado se conceda a los tres Cuerpos de funcionarios al servicio de la Administración de Justicia la posibilidad de optar a cubrir cualquier plaza desierta y vacante, sin excepción de ninguna de ellas, en toda Catalunya, incluyendo la opción de resultas.

 Atentamente,

Firmado,
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